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MAGISTRADO PONENTE:

JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB

La Sala Séptima de Revisión niega la tutela interpuesta contra el Seguro Social en el caso de la ex Magistrada del Consejo Nacional Electoral, Adelina Covo, pero propone la fijación de unas nuevas reglas en la interpretación del régimen especial de Congresistas, aplicables a Magistrados y otros Altos funcionarios
La Sala Séptima de Revisión, con ponencia del Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, consideró que la tutela interpuesta por el Seguro Social contra 

el Juzgado Treinta Penal del Circuito de Bogotá, que cuestionaba una decisión de tutela que otorgó el derecho a la pensión de una ex Magistrada del Consejo Nacional Electoral, resultaba improcedente en razón de la cosa juzgada constitucional. 
No obstante, la Sala propuso un cambio de jurisprudencia sobre la forma de entender el régimen especial de los Congresistas que se aplica por expresa disposición legal a los Magistrados de las Altas Cortes y a otros funcionarios. En este orden de ideas, señaló que deberían tenerse en cuenta los siguientes aspectos para estudiar la viabilidad de las pensiones de estos Altos funcionarios, especialmente si se cuenta con los privilegios que brinda el régimen de transición consagrado en la Ley 100 de 1993. 

1. A partir del 31 de julio de 2010 ninguna pensión puede ser superior a los 25 salarios mínimos
La Sala Séptima de Revisión, acogiendo los mandatos del constituyente, contenidos en el Acto Legislativo 01 de 2005 y en razón al principio de sostenibilidad fiscal, propone la vigencia inmediata de dicha reforma constitucional, y por tanto, , no podrán causarse pensiones superiores a 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, con cargo a recursos de naturaleza pública. 
2. 
No tendrán derecho a los beneficios del régimen de transición especial para Congresistas, las personas que a 1 de abril de 1994, no ostentaban tal calidad.
Bien sabido es que en virtud del régimen de transición se conservaron las disposiciones legales bajo las cuales las personas venían haciendo sus aportes  a seguridad social. 

Para pertenecer a dicho régimen se exige el cumplimiento de ciertas condiciones. Así, las personas que a 01 de abril de 1994 tuvieran 35 años o más, si son mujeres, y 40 años o más, si son hombres, mantendrán la edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez del régimen anterior al que se encontraban afiliados. 
La jurisprudencia constitucional determinó el alcance de dicho régimen, y con fundamento en el principio de favorabilidad, ha señalado que una persona puede ser beneficiaria de régimen especial de Congresistas y Magistrados, aún cuando no ostentara tal calidad al 1 de abril de 1994.
La Sala Séptima propone a la Sala Plena evaluar dicha posición y producir un cambio de jurisprudencia, en la que haga una lectura más razonable y más acorde con los propósitos del legislador cuando estableció un régimen de transición.

En este sentido, no puede ser admisible que las personas que a 01 de abril de 1994 -fecha en la que entró en vigencia el nuevo régimen- no tuvieran la expectativa de pensionarse con ciertos factores pensionales, posteriormente pretendan adquirir su pensión con base en los mismos.
3. Debe reinterpretarse el principio de favorabilidad con relación al régimen de transición

Para la Sala Séptima de Revisión la existencia del régimen de transición es una manifestación del principio de favorabilidad, pues permite a las personas pensionarse dentro del régimen para el cual habían cotizado antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, es decir, frente al cual se habían generado una expectativa. 
Considerar lo contrario, es decir, que el régimen de transición permite a sus beneficiarios acogerse a regímenes a los que no podían hacerlo el 01 de abril de 1994, excede la noción de transición pues no se está protegiendo lo que pretende el régimen, es decir, el derecho a pensionarse en el régimen al que aspiraban a hacerlo antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993. Ir más allá, desnaturaliza la transición y la transformaría en una aplicación inviable del principio de favorabilidad que atentaría contra la sostenibilidad fiscal del Estado. 

4. Se requiere una labor de revisión y reliquidación pensional

En consecuencia de lo anterior, debe replantearse como se han aplicado algunos regimenes, especialmente los que aún se encuentran vigentes en virtud del régimen de transición, y debe cuestionarse los factores que en reiteradas ocasiones se han tenido en consideración para  liquidar pensiones cuyos montos excedan el límite establecido por el constituyente. 
Por ello, lo más conveniente y razonable en aras de garantizar el principio sostenibilidad fiscal es la realización de una labor de revisión pensional, para que a futuro el monto de dichas pensiones no supere el límite que el Constituyente determinó -es decir, 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes-. 
Así, solo si la Sala Plena de esta Corporación acoge esta posición, será procedente la revisión de aquellas pensiones que se hayan concedido con base en una aplicación errónea del régimen de transición, y con respecto a las mismas podría solicitarse la revocatoria establecida en el artículo 19 de la Ley 797 de 2003.
 Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Constitucional.

